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POLÍTICA MIGRATORIA DE LA REPUBLICA ARGENTINA

La República Argentina tiene por mandato constitucional la obligación de garantizar una política migratoria abierta, generosa y solidaria. 

El realismo, la solidaridad internacional, el tratamiento multilateral, el cumplimiento de los compromisos internacionales asumidos y el pleno respeto por los derechos humanos de los migrantes, son los pilares sobre los cuales se ha construido la actual política migratoria de nuestro país.

Hace mas de ciento cincuenta años, precisamente en 1853, los representantes del pueblo de la Nación Argentina, establecieron en nuestra Carta Magna que la misma regiría para ellos, para su posteridad y para “todos los hombres del mundo que quieran habitar el suelo argentino”, colocando a los inmigrantes en pie de igualdad con los nacionales.

En efecto, el artículo 20 de la Constitución Nacional establece que los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano, y el artículo 25 prohíbe restringir, limitar o gravar con impuestos la entrada al país de los extranjeros que arribaran a trabajar o a enseñar, aunque, según el espíritu de la época, manda expresamente fomentar la inmigración europea. Vale aclarar que hoy, habida cuenta del proceso de integración iniciado a partir de la constitución del MERCOSUR, Argentina ha diseñado e implementado mecanismos ágiles y sumamente sencillos para acceder a la regularización migratoria de los nacionales de los Estados Parte y Asociados del MERCOSUR.

Nuestra nación se ha construido a partir de la inmigración pero la vigencia de nuestras instituciones a lo largo de nuestra historia, fue varias veces interrumpida a partir de la constitución de gobiernos de facto dictatoriales. Afortunadamente, a partir del proceso de democratización iniciado en 1983, cuando luego de uno de los períodos más negros de la historia argentina, nuestro país recuperó la vigencia de sus instituciones, esa recurrente práctica de suspender o anular derechos y garantías constitucionales parece haber sido desterrada para siempre.

Las periódicas interrupciones del orden constitucional que los argentinos hemos sufrido afectaron, como no podía ser de otra manera, no sólo el respeto y goce de los derechos políticos por parte de los ciudadanos, sino también otros principios consagrados en nuestra Ley Fundamental, de los cuales el espíritu abierto y generoso con los migrantes, no fue ajeno. 

Sobre la base de la doctrina de la seguridad nacional, los sucesivos gobiernos de facto, fueron dictando normas que tuvieron como objetivo ejercer un férreo control sobre la entrada y permanencia de extranjeros en el país, afectando seriamente el derecho a migrar de las personas.


Durante las últimas décadas del siglo XX Argentina careció de política migratoria. Como decíamos anteriormente, nos cerrábamos en políticas restrictivas, para después disponer amplias amnistías y luego cerrarnos otra vez en políticas restrictivas, con lo que obligábamos a los migrantes a vivir en la ilegalidad, sin la posibilidad de acceder a satisfacer sus mínimas necesidades con decoro, a la espera de una amnistía que les permitiera obtener la regularidad migratoria. Y digo ilegalidad porque durante mucho tiempo la irregularidad migratoria, fue asimilada a la ilegalidad que caracteriza a lo delictual. El migrante fue tratado durante años, casi como un delincuente. 


Ni las políticas restrictivas, ni las amnistías que se dictaron, conseguían solucionar el grave problema de la irregularidad migratoria.  


Las medidas restrictivas generaron verdaderos bolsones de extranjeros en situación irregular obligados a trabajar sin el amparo de las normas laborales, constituyendo así un mercado paralelo sin control alguno, carente de resguardo y sujeto a múltiples formas de abuso, que no tributaba impuestos, ni aportaba al sistema de la seguridad social. 


El acceso a la salud y a la educación se encontraba lleno de escollos, dependiendo la admisión de los extranjeros en los hospitales o escuelas, de la buena voluntad del director de turno del establecimiento sanitario o educativo. 


Ni hablar del derecho a la reunificación familiar del migrante; de la posibilidad de que quien obtenga un beneficio migratorio, pueda hacerlo extensivo a su cónyuge, padres e hijos dependientes. Muchos extranjeros se vieron obligados a dejar a sus familias en sus países de origen, merced a las restricciones que venimos comentando.


Recién en enero de 2004 se puso en vigencia la nueva ley migratoria que vino a sustituir la dictada por el último gobierno militar. 

La ley 25.871 establece un nuevo paradigma en materia migratoria, fijando altos estándares de protección de los derechos del migrante, con la finalidad de lograr su plena integración social, facilitando también la implementación de políticas públicas a esos fines.

La ley prevé expresamente que sus objetivos son, entre otros, garantizar el ejercicio del derecho a la reunificación familiar; promover la integración en la sociedad argentina de las personas admitidas como residentes permanentes; asegurar a toda persona que solicite ser admitida en la República Argentina de manera permanente o temporaria, el goce de criterios y procedimientos de admisión no discriminatorios; mantener en alto la tradición humanitaria y abierta de la Nación con relación a los migrantes y sus familias. 

A la vez, establece que “… el derecho a la migración es esencial e inalienable de la persona y la República Argentina lo garantiza sobre la base de los principios de igualdad y universalidad”; que “… El Estado asegurará las condiciones que garanticen una efectiva igualdad de trato a fin de que los extranjeros puedan gozar de sus derechos y cumplir con sus obligaciones…”; asegura el acceso igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios sociales, bienes públicos, salud, educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad social. 

Dispone expresamente que en ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero, impedirá su admisión como alumno en un establecimiento educativo, ya sea este público o privado; nacional, provincial o municipal; primario, secundario, terciario o universitario. 

Para estos dos últimos supuestos, manda a las autoridades a brindar orientación y asesoramiento respecto de los trámites correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad migratoria. 

El artículo 10 de la ley en análisis dispone que “… El estado garantizará el derecho de reunificación familiar de los inmigrantes con sus padres, cónyuges, hijos solteros menores o hijos mayores con capacidades diferentes.

Valga esta breve reseña para destacar solamente algunos de los derechos humanos fundamentales que la ley argentina hoy reconoce a los migrantes.


Esta nueva ley viene, por su parte, a acompañar el proceso de resignificación que viene teniendo la cuestión migratoria en el ámbito del MERCOSUR, cuyos hitos más significativos han sido la “Reunión Extraordinaria de Ministros de Interior del Mercosur” celebrada en Santiago de Chile en mayo de 2004 y el “Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes del Mercosur y Estados Asociados” firmado en San Salvador de Bahía, Brasil, en el año 2002.

Producto de una Reunión Extraordinaria de la Reunión de Ministros de Interior del  MERCOSUR  realizada en Santiago de Chile en mayo del 2004 la denominada “Declaración de Santiago sobre Principios Migratorios” es un verdadero decálogo de los principios que inspiran al MERCOSUR en materia migratoria.

Bajo la premisa de reconocer los aportes de los migrantes a la conformación de los países representados  y de reafirmar el compromiso acerca de los derechos humanos de los mismos, los Ministros afirman principios tales como: 1. “que  la temática de la reunión se debe abordar a través de mecanismos de diálogo multilateral abierto como forma de fortalecer el proceso de integración”; 2. “que el MERCOSUR debe reafirmar ante resto del mundo su vocación de trabajar hacia una nueva política migratoria, fundamentada en la dimensión ética del respeto de los derechos humanos”; 3. “que la eficiencia de la política migratoria dependerá de su adecuación a la realidad nacional e internacional y a la aceptación de que la regularidad migratoria del migrante es el único camino para lograr su plena inserción en la sociedad de recepción”; 4. “que el trato que se dé a los nacionales de los Estados Parte y Asociados del MERCOSUR en terceros países debe ser recíproco al que reciben los nacionales de esos países en nuestro territorio” y; 5. que “es responsabilidad de los Estados Parte y Asociados del MERCOSUR trabajar en forma coordinada en el combate y prevención del tráfico de personas y de los abusos inherentes a la inmigración clandestina en la región”.

Asimismo reconocieron “el importante aporte de los migrantes en la formación de nuestros Estados y se comprometieron a “seguir recibiendo a los migrantes asegurándoles el respeto a los derechos humanos  y todos aquellos reconocidos por las convenciones internacionales vigentes en la materia”. Acordaron también coordinar medidas policiales y judiciales para “combatir el tráfico ilícito de migrantes, la trata de personas, el tráfico de personas y otras formas de delitos transnacionales; y convinieron en la “necesidad de fortalecer las iniciativas para facilitar y ordenar los flujos migratorios”. Además, reconocieron “el derecho de los Estados a ejercer el adecuado control de sus fronteras, pero sin tratar la irregularidad migratoria como un hecho punible de derecho penal”, y “condenaron las prácticas de xenofobia, deportaciones en grupo o en masa y las detenciones de extranjeros sin respaldo legal”. 

Es dable destacar que la Declaración de Santiago sobre Principios Migratorios fue la base con que el MERCOSUR inició las negociaciones con la Comunidad Europea para un futuro acuerdo entre ambos bloques que aborde el tema migratorio.

Por su parte el “Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes del Mercosur y Estados Asociados” posibilita que cualquier persona que haya nacido en un país del bloque pueda obtener una residencia regular en otro país que lo integre, por el simple criterio de su nacionalidad y con el único requisito de carecer de antecedentes penales. 

Es dable destacar que la Argentina firmó el Acuerdo de Residencia y dictó su nueva ley migratoria sin que la norma entrara en vigencia en el bloque, sin exigir reciprocidad y en un contexto social y económico francamente desfavorable. Recordemos que para el año 2003 el país se encontraba sumergido en la crisis económica más aguda de su historia, la tasa de desocupación era superior al 20 %, los niveles de subocupación rondaban el 17 %, el 42 % de la población era pobre, entre los cuales el 27 % era indigente. 

Todos estos factores podían sugerir que lo más aconsejable era mantener una política migratoria restrictiva que ahuyentara posibles temores de la población respecto de la incidencia en el plano laboral de regularizar y aceptar nuevos migrantes. No fueron pocas las voces que se alzaron advirtiendo que ese tipo de medidas acrecentaría el ya preocupante desempleo. La ecuación “más inmigrantes = más desempleo” era sostenida pese a la existencia de estudios que demostraban que los extranjeros tenían una incidencia menor al medio punto porcentual en la tasa de desempleo. 

Tampoco faltaban quienes asociaban el aumento de la criminalidad a la presencia de extranjeros en el territorio, alegando razones de seguridad se sumaban a quienes se resistían a una nueva visión en la materia.


No obstante ello, la Argentina decidió transitar por el camino más arriesgado y guiada por un fuerte contenido ético asumió el compromiso de poner en marcha distintos programas que permitiesen la regularización migratoria de cientos de miles de extranjeros indocumentados que se encontraban en el territorio y que, en muchos casos, no habían podido radicarse por los requisitos restrictivos que por años habían existido.

Como primera medida se dictó el Decreto n° 1169/04, que facilitaba la radicación de todos aquellos ciudadanos pertenecientes a países que no integraban el Mercosur o no se encontraban asociados a él y que se hallaban irregularmente en el territorio argentino. El programa estipulaba que aquellos que pudieran demostrar que habían ingresado con antelación al 30 de abril de 2004 y no contasen con antecedentes penales en la Argentina ni en su país de origen, podían acceder a una residencia temporaria por dos años renovable por igual período, tras el cual se encontraban en condiciones de obtener una residencia de carácter permanente. 


De este modo se logró la regularización de 11.536 extranjeros en el término de un año, rechazándose la petición de tan sólo 530 por no reunir los requisitos mínimos establecidos en la ley. 


Pero el gran desafío consistía en regularizar a los migrantes de países sudamericanos miembros y asociados al Mercosur. Las cifras con que se contaba sobre cuántos irregulares de esos países vivían en la Argentina eran por demás inciertas, por lo que se desconocía el real impacto que tendría el programa. A su vez, resultaba imperativo alcanzar una difusión masiva para poder llegar a todos los rincones del país y convencer a miles de migrantes descreídos de que, esta vez sí, el Estado había decidido resolver su situación migratoria.

Las proyecciones por relativas que fueran, respecto del número de migrantes que captaría el programa, hacían indispensable contar con múltiples bocas de toma de trámites, para lo cual se debía recurrir a la cooperación de los gobiernos provinciales y municipales, de los consulados extranjeros, de la Iglesia y de numerosas organizaciones sociales no gubernamentales, muchas de ellas representativas de los inmigrantes. Cabe resaltar que todos estos actores aportaron su tiempo y sus recursos humanos y logísticos de manera desinteresada. En la actualidad el número de instituciones públicas y privadas que colaboran tomando las solicitudes de regularización asciende a 560 a lo largo de todo el país.

Los únicos requisitos establecidos para ingresar al programa son el haber ingresado al territorio argentino antes del 17 de abril de 2006, contar con un documento vigente de su país de origen, carecer de antecedentes penales en la Argentina y en el país del que son nacionales y pagar una tasa equivalente a U$S 60, si es que cuentan con recursos para hacerlo. 


El éxito de la iniciativa es incontrastable, se han inscripto a la fecha 449.446 extranjeros, 409.740 han regularizado su situación en forma precaria hasta tanto se resuelva su petición y 70.000 ya han obtenido su residencia. El 30 % de las radicaciones otorgadas son de carácter permanente por ser el migrante padre, hijo o cónyuge de ciudadano argentino o radicado permanentemente en la Argentina. El 70 % restante obtuvo una radicación temporaria por dos años, vencido ese plazo se convierte en permanente.


Entre los programas de regularización migratoria y la admisión de nuevos migrantes que llegan constantemente al país, la República Argentina ha regularizado desde enero del año 2003 hasta diciembre de 2007 la situación migratoria de casi 800.000 personas. Este número representa un 2% del total de la población. En este contexto podemos afirmar que ninguno de los miedos y prejuicios esgrimidos por los detractores de esta política amplia se han materializado. En estos cuatro años el desempleo bajó del 20 % al 8 %,  la subocupación se redujo en similar proporción, los índices de pobreza disminuyeron del 54 % al 23,4 % y la indigencia retrocedió del 27, 7% al 8,2 %. En el año 2003 las sentencias penales dictadas contra extranjeros representaban el 28,03 % del total, mientras que en el año 2006 era de un 28,5 %, lo cual demuestra que la regularización masiva no se refleja en un aumento de la criminalidad. Debe también tenerse en cuenta que el 69,7 % de los detenidos extranjeros lo son como consecuencia de infracciones a la ley de drogas, siendo en su mayoría personas que utilizan el país como un territorio de tránsito, no encontrándose efectivamente radicados.

Algunas reflexiones sobre las migraciones

La migración es un fenómeno tan antiguo como la humanidad, no existen en la actualidad civilizaciones que no hayan sido penetradas por el influjo de culturas foráneas. Sin embargo, en un mundo cada vez más interdependiente, donde las mercancías y los capitales se mueven con libertad, paradójicamente asistimos como nunca a numerosos debates en los que se pone en tela de juicio el derecho a migrar. 

  
Países que hasta hace algunas décadas veían partir a sus hijos por millones hoy se han convertido en prósperas naciones, potenciales receptoras de hijos ajenos. Estados que basaron su desarrollo en la mano de obra extranjera hoy sostienen que la inmigración los perjudica.


El hecho que el hombre busque una mejor condición de vida, no puede ser objeto de reproche. Sí resulta altamente censurable que la sociedad internacional en su conjunto no logre, por un lado, acordar políticas globales que garanticen el derecho humano a migrar y, por el otro, atacar los conflictos sociales, políticos y económicos que en distintas partes del mundo obligan a millones de personas a emprender migraciones forzadas.


Estamos convencidos que hoy la Argentina puede exhibir ante el mundo una política migratoria abierta y exitosa. Sabemos que cada región debe analizar la cuestión tomando en cuenta su particular realidad, sabemos también que es más sencillo regularizar y admitir migrantes provenientes de países con los que se tiene una misma identidad cultural, una cercanía geográfica y hasta una misma lengua, pero también estamos convencidos de que las políticas basadas en el control fronterizo y en las restricciones a la inmigración no son eficaces porque no detienen los flujos migratorios, porque condenan a la marginalidad legal a millones de individuos, porque aumentan los riesgos en materia de seguridad y porque alimentan indirectamente el despreciable negocio del tráfico de personas y de la reducción a servidumbre.
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